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ASUNTO

Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la defensa de Juan Manuel Ramírez Arias, en contra de la sentencia mediante la cual el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, lo sancionó con privación de la libertad por cuarenta y ocho meses (48) meses en centro de reeducación para menores, al hallarlo responsable de las conductas punibles de homicidio agravado, fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones y tentativa de hurto calificado agravado por las cuales fue vinculado a este proceso.
ANTECEDENTES

Los hechos génesis de la presente actuación acaecieron el día 21 de abril de 2009 aproximadamente a las 07:57 p.m., momento en cual la patrulla de policía con indicativo ‘Pradera Dos’, fue informada que en la calle 23 No 19-17 de Dosquebradas se encontraba tendida en el suelo una persona de sexo femenino herida con arma de fuego; al llegar al lugar la ciudadanía dio descripciones de las prendas de vestir de uno de los agresores, luego les fue comunicado por el señor Mauricio Ávila Muñoz, esposo de la mujer fallecida, que conocía a los maleantes a quienes identificó como Juan Manuel Ramírez Arias Y Jhonatan García Rojas, además que éste último vivía en la manzana 1 casa 8 barrio Altos de Santa Mónica. Los policiales se desplazaron al sitio indicado de donde fueron remitidos a dos lugares más en los cuales probablemente se había refugiado el adolescente pero no fue hallado; de regreso se encontraron a García Rojas quien fue retenido y trasladado a la Estación de Policía de Dosquebradas, a donde transcurridos unos cinco minutos hizo presencia el menor Juan Manuel Ramírez Arias quien manifestó que había estado con Jhonatan cuando le disparó a la señora Sandra Gabriela (hoy occisa) e inmediatamente fue aprehendido y puestos los dos a disposición de la autoridad competente.

En la audiencia de imputación, los adolescentes no aceptaron los cargos formulados en su contra, por lo que se llevó a cabo la audiencia de formulación de acusación, en la que Ramírez Arias admitió la imputación lo cual dio pábulo a la ruptura de la unidad procesal. Ese mismo día la Policía de Infancia y Adolescencia hizo efectiva la orden de aprehensión que existía en contra del joven.
En consonancia con la imputación aceptada, el Juzgado de instancia profirió fallo de primer grado mediante el cual sancionó al aludido con 48 meses de privación de la libertad, para lo cual dispuso su ubicación institucional.
DEL RECURSO
El defensor público señala su descontento con la sentencia de instancia y presenta como motivos de inconformidad, la posible violación del non bis in idem, el otorgamiento de una rebaja menor en la pena e inaplicación en la práctica de la diminuente.

Respecto de la primera razón, expone que el juez al dosificar la sanción, aplicó inadecuadamente el sistema de cuartos, el cual no es procedente en la legislación de infancia y adolescencia y para ello invoca una providencia de la Corte Suprema de Justicia calendada el 25 de julio del año 2007, con ponencia del magistrado Yesid Ramírez Bastidas.

Manifiesta que al consumarse un homicidio para cometer un hurto, ello constituye una circunstancia de agravación, y en el proceso de dosificación se utilizó la aplicación de los cuartos medios, ante lo cual se agravó doblemente la pena.

El segundo aspecto lo hace consistir en su insatisfacción con el quantum de la sanción y señala que si bien su defendido no aceptó los cargos en la primera oportunidad, sí lo hizo en la audiencia de acusación donde se modificó la imputación y fue ésta la primera oportunidad en la que el menor admitió las conductas endilgadas y por ende se debió conceder el máximo de rebaja.
Refiere que si se otorga la diminuente de una tercera parte en la audiencia preparatoria, al ser anterior la aceptación de los cargos, la rebaja debe ser mayor, es decir hasta de la mitad, ya que el menor manifestó con antelación la intención de presentarse y aceptar los cargos.
Asevera que si el juez hubiese tenido en cuenta la edad del joven y su intención de presentarse, debió entonces partir de los mínimos.

El menor acusado:

Solo atinó a manifestar que está inconforme en el centro de reeducación, mientras que su representante guardó silencio.

El Ministerio Público: - no recurrente- 

Consideró el punto objeto del recurso y la argumentación ofrecida por el defensor, de manera que se acoge a la solicitud hecha por la defensa.

El Fiscal: - no recurrente-

Frente al planteamiento de la defensa expuso que el adolescente aceptó cargos por homicidio tipificado en el artículo 103 del C. Penal, con la circunstancia de agravación prevista en el 104, en concurso con tentativa de hurto calificado y agravado y porte ilegal de armas, y precisa que en esta clase de juicios también se aplica el sistema de cuartos establecido en el código de procedimiento penal.

Expone que no se aborda el tema de circunstancias de menor o mayor punibilidad, sino que el artículo 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia señala la sanción con privación de la libertad de dos a ocho años para cualquier tipo de homicidio, simple o agravado.

Expresa el ente acusador que al hacer la rebaja de la sanción para el momento de aceptación se aplicaron los artículos del 351 C. de P. Penal y 144 del Código de la Infancia y la Adolescencia, y manifiesta que podría asistirle razón a la defensa al haber pedido suspensión para aceptar cargos, pero que ello no ocurrió en el primer momento procesal, por lo tanto la diminuente estuvo bien aplicada.

Con relación a la imposición de la sanción señaló que se debe hacer la respectiva sumatoria para los delitos, por lo que se le aumentó en doce meses la sanción por el hurto y cuatro meses por el porte, lo cual le parece correcto. 

Por último, manifiesta el señor fiscal que se tuvo en cuenta el artículo 179 de la Ley 1098 de 2006, al ocasionar un mayor reproche porque la víctima era su tía y aunque el fallador debió partir de 50 o 70 años, se ajustó a la norma referida, pues tuvo en cuenta la gravedad de los delitos, por lo que puede sostenerse que se rebajó la pena a la mitad y por tanto pide que se confirme el fallo de primera instancia.

La defensora de familia -no recurrente-
Expone que al adolescente se le ha garantizado el debido proceso en todo momento y que el juez se aseguró de que el menor fuera consciente del cambio que se hacía a la imputación para el allanamiento a los cargos. También sostuvo que en cualquier momento al variar las circunstancias, el juez puede efectuar modificación a la sanción.
CONSIDERACIONES 

1. Competencia.

Esta Sala de asuntos penales para adolescentes se encuentra habilitada para desatar el recurso que ocupa su atención, en virtud de los factores objetivo, subjetivo, territorial y funcional que determinan la competencia, y especialmente de lo preceptuado por el artículo 168 de la Ley 1098 de 2006. 

2. Problema Jurídico.

Se contrae a determinar por la Corporación si la sanción impuesta a Juan Manuel Ramírez Arias se ajusta a los preceptos constitucionales y legales, y especialmente a los criterios de proporcionalidad y razonabilidad, en cuyo caso se impondrá su ratificación, o en su defecto deberá accederse a la petición de la defensa técnica, que depreca su modificación. 
SOLUCIÓN
Previamente a decidir sobre el objeto de la alzada, el Tribunal, como garante de la legalidad de la actuación debe dejar consignado que este trámite estuvo regulado por las normas que orientan el debido proceso previsto en el artículo 29 de la Constitución Política y demás normas que conforman el bloque de constitucionalidad, por manera que no se observa afectación a los derechos o garantías fundamentales del justiciable.

El sistema de responsabilidad penal para adolescentes consagrado en la Ley 1098 de 2006, se aplica a las personas cuya edad oscila entre 14 y 18 años, que no padezcan de discapacidad psíquica o mental y que hayan infringido el ordenamiento jurídico penal, a través de un proceso que deberá garantizar la justicia, la verdad y la reparación del daño, cuyas medidas tomadas por los jueces en aplicación de esos preceptos, son de carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema para adultos.
El Estatuto de la Infancia y la Adolescencia consagra las sanciones aplicables a los infractores, a quienes se les haya declarado su responsabilidad penal, las cuales se cumplirán en programas de atención especializada del Sistema Nacional de Bienestar Familiar y deberán responder a lineamientos técnicos diseñados por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar,
 con una finalidad protectora, educativa y restaurativa, y se aplicarán con el apoyo de la familia y de especialistas.

A efecto de definir la sanción aplicable en cada caso, la ley señala como criterios para tener en cuenta, la naturaleza y gravedad de los hechos, la proporcionalidad e idoneidad de la sanción, las circunstancias y necesidades del adolescente y de la sociedad, la edad del infractor, la aceptación o no de cargos, el incumplimiento de los compromisos adquiridos con el Juez y el cumplimiento de las sanciones.
 

Con ese propósito, al operador jurídico se le otorga cierto margen de movilidad, y no está obligado a aplicar el sistema de cuartos propio del trámite penal acusatorio o considerar rebajas de pena, toda vez que los criterios a tener en cuenta para el efecto, se encuentran expresamente consagrados en la ley de infancia y adolescencia, además porque aquí no se trata de una pena como tal sino de una sanción como consecuencia de su conducta desviada, la cual puede ser modificada en cualquier momento en que se aprecie variación de la conducta del joven, lo cual indica que esa medida no tiene fuerza de ley fija ni rigidez tal que impida su sustitución.
Del caso concreto

En el asunto que ocupa la atención de la Colegiatura, se advierte que a Juan Manuel Ramírez Arias se le imputaron las conductas punibles de homicidio agravado (Arts. 103, 104-2), fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones (Art. 365) y hurto calificado (Art. 240-1) en la modalidad de tentativa (Art. 27) con circunstancias de agravación punitiva (Art. 241-10). 

Frente a estos cargos, el adolescente expresó su asentimiento en forma libre, voluntaria, consciente, con la presencia del defensor técnico y fue debidamente informado, de tal suerte que le era imperativo al funcionario judicial impartirle aprobación como en efecto lo hizo.

Siguiendo el curso del pronunciamiento objeto de censura, encuentra la Colegiatura que la sanción de privación de la libertad impuesta en primera instancia a Juan Manuel, encuadra dentro de lo previsto en el inciso segundo del artículo 187 del C.I.A., cuyo tenor literal es el siguiente:

“En los casos en que los adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años sean hallados responsables de homicidio doloso, secuestro o extorsión, en todas sus modalidades, la privación de la libertad en centro de atención especializada tendrá una duración de dos (2) hasta ocho (8) años”.
La edad del joven Ramírez Arias para el momento de los hechos está ubicada dentro de la norma transcrita en precedencia.

La naturaleza y gravedad de las conductas por las cuales se procede no requieren de mayor explicación, puesto que un hecho de la magnitud del homicidio en su pariente en las condiciones en que tuvo lugar, para acceder a protervos propósitos, sin la menor duda produce una grave afectación no solamente a la familia de la víctima, sino también al conglomerado social que cada día ve con preocupación cómo ocurren hechos de esta índole generadores de zozobra y estupor en la comunidad.

De acuerdo con el estudio sociofamiliar, psicológico y nutricional del adolescente realizado por el equipo interdisciplinario del I.C.B.F., se estableció el aspecto subjetivo de Juan Manuel, para quien su rol materno fue asumido por la hermana mayor a muy temprana edad y la figura de los padres se percibió distante en su proceso de formación; se registró su deserción escolar con mala utilización de su tiempo libre. Respecto a la valoración psicológica se concluyó que el adolescente se halla en estado de confusión probablemente por los eventos que rodearon su ingreso al sistema de responsabilidad penal y por la privación de su libertad, se consigna que es un joven inmaduro que no posee los suficientes recursos emocionales para afrontar tantos cambios en tan poco tiempo, y que nuevamente se vio separado de las figuras afectivas, quienes habían sustituido los roles materno y paterno.
El grupo interdisciplinario del I.C.B.F. dando cumplimiento a las exigencias de protección, educación y restauración social que deben tener las medidas a imponer, sugirió para Juan Manuel, la sanción señalada en el artículo 177 del Código de la Infancia y la Adolescencia consistente en internamiento en centro de atención especializado.

En relación con la censura del defensor público quien alega que la sentencia viola el principio non bis in idem, por cuanto al aplicar al punible de homicidio la circunstancia de agravación punitiva prevista en el numeral 2º del articulo 104 del Código Penal en concurso con el hurto calificado y agravado, estaría agravando dos veces la sanción, advierte esta Corporación que el proceso de adecuación típica se refleja en la tasación punitiva y no existe ninguna razón para referir que se presenta vulneración al principio invocado, ya que no debemos olvidar que se está en presencia de una conducta punible autónoma como lo es el homicidio agravado el cual según el artículo 104-2 del Estatuto Punitivo es reprimido con prisión de 33 años 4 meses a 50 años, y aunque no se le hubiese deducido la agravante de la regla 104, la sanción para el homicidio simple la reprime el 103 con prisión de 17 años 4 meses a 37 años 6 meses, de manera que por esa sola conducta el tiempo de internación que se le debe aplicar oscila entre 2 y 8 años acorde con lo preceptuado por la regla 187 inciso segundo del C. de la Infancia y la Adolescencia.

De otro lado, los tipos penales de hurto calificado y agravado y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego, conforman figuras delictivas autónomas, toda vez que con homicidio o sin él es perfectamente posible llevarlas a cabo, y además el solo aspecto subjetivo del atentado contra el patrimonio económico, es decir, el mero propósito de realizar el hurto, se constituye como circunstancia de agravación del homicidio, porque el legislador no exige que aquél llegue efectivamente a realizarse y cuya concurrencia en manera alguna puede constituir violación del principio universal citado,  de suerte que no es posible compartir la tesis de la defensa en el sentido de que el homicidio pueda constituir causal de agravación del hurto. Por lo tanto, al haberse realizado cada uno de estos comportamientos, los mismos deben ser tenidos en cuenta separadamente en el proceso de dosificación de la sanción, aunque en últimas se le aplique sólo la prevista para el atentado contra la vida.

La Corte Suprema de Justicia en reiterada jurisprudencia ha dicho:

“Concretando las condiciones de su aplicabilidad, en la primera parte de la descripción legal alude el precepto al homicidio que se comete ‘para preparar, facilitar o consumar otro hecho punible’, contemplando dentro de esta fórmula la llamada conexidad ideológica, porque existiendo un delito inicial de homicidio, este se ha previsto como simple medio comisivo para la perpetración de otra u otras infracciones, haciéndose operante el mayor rigor de la pena por la sola presencia del elemento subjetivo (propósito de preparar, facilitar o cometer otra infracción), así la segunda conducta, cualquiera sea la circunstancia que lo impida, no logre su realización”.
 
“Si el segundo resultado se alcanza, o cuando menos los delitos pretendidos quedan en el estadio de la tentativa, no habrá duda en cuanto el homicidio cometido-agravado ya por la presencia del móvil señalado en la norma-, se dará en concurso con la infracción fin ejecutada”.

 
“La segunda hipótesis de agravación contenida en el comentado numeral 2º incrementa también la pena al homicidio cuando éste se comete ‘después’ de realizado otro delito (consumado o cuando menos en grado de tentativa) y con la específica finalidad de ‘ocultarlo’, asegurar su producto o la impunidad, para sí o para los partícipes”.
 
“Trátase aquí de la llamada ‘conexidad consecuencial’, pues para este caso el nexo entre el primer hecho punible y el de homicidio persiste en la medida en que la muerte que se causa busca asegurar al delincuente que el provecho alcanzado no lo perderá, o que su acción o la de sus partícipes permanecerá encubierta y al margen de su represión penal, así, en este caso, esa finalidad específica no logre su perfeccionamiento”.

Es perceptible que la lesión al bien jurídico de la vida se produjo de manera simultánea con el ataque dirigido por el ahijado y el sobrino de la hoy occisa, para asegurar la impunidad del delito de hurto que se estaba ejecutando y tal razón conduce a delimitar perfectamente cada uno de los comportamientos, frente a lo cual por ningún motivo se puede afirmar que el homicidio agravado subsuma el hurto calificado como de manera equivocada lo entiende el señor defensor.
Ahora, referente a la imposición de la sanción el fallador acudió a aplicar una reducción como diminuente a favor de Juan Manuel, por la aceptación de los cargos deducidos en la audiencia de acusación tasada en una tercera parte. Sin embargo, como se decía, la ley de infancia y adolescencia no estatuye un sistema de dosificación cerrado y por el contrario, otorga al juez un margen de movilidad dentro de un rango mínimo y otro máximo, tiene en cuenta sólo los factores estipulados en el artículo 179 y desestima las reglas de la Ley 906 de 2004.
La Ley 1098 de 2006 prevé los lineamientos que debe considerar el  juez al momento de imponer la sanción:

“Artículo 157, inciso 3º.- El juez al proceder a seleccionar la sanción a imponer tendrá en cuenta la aceptación de cargos por el adolescente, y durante la ejecución de la sanción será un factor a considerar para la modificación de la misma.

“Artículo 179.- Criterios para la definición de las sanciones.- Para definir las sanciones aplicables se deberá tener en cuenta 

“(…)

“4º.- La aceptación de cargos por el adolescente”.

En consecuencia, los menores infractores no son susceptibles de sufrir las penas que consagran el Código Penal, mas sí deben recibir las sanciones descritas en el artículo 177 del C.I.A., entre las cuales se encuentra la privación de la libertad en centro de atención especializado con fines protectores, educativos y restaurativos.
En cuanto a la dosificación de la sanción le asiste razón al recurrente, al manifestar que el operador a quo utilizó inadecuadamente el método de cuartos punitivos, porque según el precedente jurisprudencial ese sistema no es aplicable para las sanciones que se imponen a los adolescentes, obsérvese:
“Sin mayores desarrollos se debe puntualizar que el “sistema de cuartos” de que trata el artículo 61 de la ley 599 de 2000 no es aplicable a los procesos de que trata la Ley de la Infancia y la Adolescencia, porque la Ley 1098 de 2006 no lo contempla. 

En efecto el artículo 169 de éste estatuto, de manera inequívoca estipula:

De la responsabilidad penal.- Las conductas punibles realizadas por personas mayores de catorce (14) años y que no hayan cumplido los dieciocho (18) años de edad, dan lugar a responsabilidad penal y civil, conforme a las normas consagradas en la presente ley

Lo así estipulado se entiende porque los máximos y mínimos de los cuartos mínimo, medios y máximo se aplican es a penas y no a sanciones”
.
Además de lo anterior, la misma Alta Corporación de la Justicia Ordinaria, precisó que tampoco hay lugar a considerar rebajas punitivas regladas por la Ley 906 de 2004, si se atiende a la especialidad del sistema penal para adolescentes. Así lo puntualizó:

“5. En conclusión, la Sala no casará la sentencia censurada habida cuenta que el Tribunal, con base en la apelación propuesta por el fiscal y el apoderado de la víctima, acertó al redosificar la sanción impuesta al adolescente J. F. R. D. en primera instancia por los delitos de homicidio agravado, en modalidad de tentativa, hurto calificado y agravado, y porte ilegal de armas de fuego de defensa personal (Ley 599 de 2000, artículos 27, 103, 104 - 7, 239, 240, inciso segundo, 241-10, y 365), retirando el descuento punitivo previsto en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, por ser ajeno e incompatible con la naturaleza especial y diferenciada del sistema de enjuiciamiento establecido para los menores de edad que incurran en la comisión de conductas punibles, ya que el mismo no está orientado a hacer prevalecer la protección integral y el interés superior de los adolescentes transgresores de la ley penal”. 

Atendidos tales precedentes jurisprudenciales, tenemos que al juzgador se le inviste de discrecionalidad para efectuar la tasación sancionatoria, sobre la base de los criterios de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad, desde luego acatando principios orientadores como la protección integral del menor, pero por sobre todo propendiendo a su rehabilitación y resocialización.

Acudiendo a la ponderación y a la razonabilidad, y a pesar de las inconsistencias detectadas –referentes fundamentalmente a la aplicación del sistema de cuartos y a la disminución de la tercera parte-, esta Colegiatura encuentra que en la tasación de la sanción fijada en 48 meses de ubicación institucional el juzgado primario fue en exceso benevolente habida consideración de la gravedad y modalidades de las conductas enrostradas, sobre todo la atentatoria contra la vida de la señora Sandra Gabriela Arias, ya que nada les interesó que fuera su pariente para arremeter en forma aleve contra su vida por el solo hecho de que ella podría llamar a la policía para evitar que se consumara el hurto que a su residencia ellos estaban perpetrando con reducción a la impotencia a sus moradores.

Afortunadamente para el aquí incriminado, el único apelante fue su defensor, de manera que por respeto a la prohibición de la reformatio in pejus previsto en el artículo 31 de la Constitución Política, la Colegiatura no realizará incremento punitivo, de suerte que le impartirá ratificación a la sentencia censurada, aunque tampoco debe pasar inadvertido que se trata no de aplicar una represalia contra el infractor, sino de procurar la corrección de su conducta para que alcance un desarrollo integral de tal manera que cuando adquiera su mayoría de edad, se convierta en una persona útil para la comunidad.
Con todo, ha de tenerse en cuenta que la sanción que se aplique al menor infractor no alcanza la fuerza de ejecutoria material, es decir, no se convierte en ley del proceso y puede ser removida en cualquier momento por el juez de adolescentes, cuando aprecie que su comportamiento ha evolucionado para hacer viable su reincorporación gradual al seno de la sociedad. 
DECISIÓN
Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Quinta de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia, en nombre de la Republica y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE: 

Confirmar la sentencia de origen, fecha y contenido reseñados, en cuanto fue materia de impugnación.

Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse, debe hacerse dentro del término legal.
COPIESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.

LEONEL ROGELES MORENO                 FERNAN CAMILO VALENCIA LÓPEZ
Magistrado









   Magistrado
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS          MARIA CLEMENCIA CORREA M.

Magistrada
 


   Secretaria   
� Art. 177 El  de la Ley 1098 de 2006.


� Art. 178 Ibídem.


� Art. 179 Ibídem.





� C.S.J. Proceso 21649, Sentencia de 18 de mayo de 2005. MP Álvaro Orlando Pérez Pinzón 


� C. S. de J. Radicado 32004, sentencia de 21 de octubre de 2009, MP Yesid Ramírez Bastidas.


� Sentencia de Casación Rad. No. 33510 de 7 de julio de 2010, MP. Julio Enrique Socha Salamanca.
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